El Derecho al Honor
Introducción
El derecho al honor
El honor es aquel derecho que tiene toda persona a su buena imagen, nombre y reputación, de tal forma que todos tenemos derecho a que se nos respete, dentro de nuestra esfera personal cualquiera que sea nuestra trayectoria vital, siendo un derecho único e irrenunciable propio de todo ser humano.
Quien demanda es normalmente el lesionado y los demandados suelen ser los profesionales de los medios de comunicación. Además no es lo mismo ser un personaje público, que un personaje de la calle, por eso el primero debe de gozar de un amplio margen de defensa que el sujeto que es desconocido, ya que debido a la fama o modo de vida que lleva un sujeto famoso, hace que el titular se vea expuesto al interés general con mucha mas facilidad que otros factores personales.
Respecto a las personas fallecidas, a pesar de su muerte, la memoria de aquel debe ser igualmente protegida judicialmente y los familiares del mismo pueden defender un derecho propio en cuanto a la representación íntimamente ligada por el vinculo familiar del fallecido. 
¿Quiénes pueden ser  los posibles autores a la lesión del derecho al honor?
Todo aquel que bien a través de hechos o de opiniones personales puede dañar de forma indubitada, la esfera personal y privada de una persona a través de los diferentes medios de comunicación existentes en la actualidad. 
Siempre que una persona lesiona el derecho al honor de otra, nace la obligación de resarcir el daño causado ya sea material o moral, independientemente de tomar las medidas oportunas para evitar en lo sucesivo la repetición de tales hechos por aquel que propaga las mismas
¿Qué  se entiende por injuria o difamación?
La injuria es la ofensa al honor de una persona que está presente y que se puede hacer en privado.
La difamación es la ofensa al honor de una persona que puede estar ausente, hecha ante otras o la publicación de hechos de menosprecio y rebajamiento ante la opinión pública que son falsos. Lo relevante en la difamación es la divulgación y publicidad que se hace de un hecho a un tercero.
En cuanto a las libertades de expresión y de información decir que toda información ha de ser constatada con la veracidad de hechos o situaciones que afecten a la esfera personal. 
Respecto a la libertad de información la lesión en si del derecho debe de ser constatada con la veracidad de lo relatado ya que el que transcribe un hecho puede introducir elementos subjetivos que hacen perder la objetividad de una información.
¿Cómo se determina la responsabilidad?
Dependerá del ámbito sobre el cual se incurran, y puede ser tanto en el campo civil(será responsable la persona física o jurídica propietaria del medio informativo a través del cual se haya propagado la calumnia o injuria ya que todo director sabe el contenido de la información y opinión que el periódico difunde) como penar (a través de calumnias que pueden versar sobre la atribución de un delito, o imputación de una falsedad ya por ser inexistente) el delito o por haber intervenido en él la persona imputada. En el caso de la injuria es el ataque a la honra u honor subjetivo, fama y estimación de las personas.
Lo importante es determinar si ha existido animo real de producir el daño causado porque puede ocurrir que, a pesar de ser un hecho real, si la persona no ha tenido esa intención no hay delito.
En los supuestos de intromisión ilegitima, para que se produzca una lesión del derecho al honor, ha de haber una imputación de hechos o manifestación de juicios de valor en la que una persona puede verse afectado por la imputación de un hecho concreto. 
Además ha de contener acciones y expresiones que, de cualquier modo, lesionen la dignidad de otra persona a través de la publicidad de ciertos hechos o noticias que hagan desmerecer la consideración ajena. 
La divulgación alcanzará el limite de sus normales destinatarios y siendo indiferente el medio empleado para la misma. Los medios de difusión pueden ser la radio, televisión, prensa.
                                                          
El Honor como bien jurídico
Nuestro Código Penal, luego de los delitos contra las personas, contempla a través de 9 artículos (Título II, arts. 109 y 117) los "Delitos contra el honor". Esto nos demuestra que para nuestro Código existe una jerarquía de valores: primero la persona y luego el honor. Además considera a los delitos contra el honor como una categoría especial de delitos, independiente de los delitos contra las personas.
Esto último no siempre ha sido así: los proyectos de Villegas, Ugarriza y García (1891) como también el de Coll-Gómez (1937) situaron a los delitos contra el honor como un capítulo de los delitos contra las personas. El mismo criterio lo vemos en el Proyecto de Código Italiano. Esta posición se funda en que dado que la persona presenta un doble aspecto: físico y moral, los ataques contra este último (delitos contra el honor) deben quedar comprendidos dentro del título "Delitos contra la persona".
El sistema contrario (dando a los "delitos contra el honor" un título propio e independiente de los "Delitos contra las personas") fue seguido por el Código Español, por nuestro Código de 1886, por los Proyectos Tejedor, Peco, Soler y por nuestro Código actual.
Consideramos que el sistema actual es el más acertado; primero: porque todos los bienes en cierto sentido forman parte de la personalidad y entonces el ataque a cualquier bien sería un delito contra las personas; segundo: porque los delitos contra el honor revisten características jurídicas especiales que justifican que se los legisle como categoría propia (ejemplo: los delitos contra el honor admiten la reparación posterior mediante la retractación del culpable. En cambio, ningún delito contra la persona física es reparable. El honor, como bien jurídico tiene características muy especiales: es un bien de estimación relativa, es decir que no todas las personas estiman de igual modo. 
Mientras que para algunas personas su honor vale más que su propia vida a grado tal que no dudan en sacrificar éste para defender aquél; para otras en cambio no tiene un valor tan grande y si se deciden a conservar el honor es por las ventajas de orden material que de su posesión resultan; por último, encontramos personas que dan tan poco valor a su honor que no dudan en sacrificarlo ante cualquier ventaja patrimonial.
Honor subjetivo y objetivo. El honor, como bien jurídico, puede ser considerado desde un doble punto de vista: subjetivo y objetivo.
Honor subjetivo: es la "autovaloración", la "propia estimación"; es decir, el juicio que cada uno de nosotros se forma de sí mismo. Soler expresa que el honor subjetivo puede ser considerado "como una autovaloración, es decir, como el aprecio de la propia dignidad, como el juicio que cada cual tiene de sí mismo en cuanto sujeto de relaciones ético sociales".
Honor objetivo: es lo que se denomina "reputación"; es decir, la valoración que los demás hacen de nosotros a través de nuestra conducta real o aparente.
El hombre, al actuar dentro de la sociedad, provoca en los demás, con sus actos, un juicio de valor. Esto es la reputación (lo que los demás piensan de nuestra integridad moral) y en ella reside el honor desde el punto de vista objetivo.
La reputación puede ser producto de una conducta real o aparente, según que el sujeto actúe como en realidad es o que actúe disimulando sus vicios de modo tal que los demás lo vean de forma diferente a lo que es en realidad.
El honor subjetivo y el objetivo pueden no coincidir. Así por ejemplo, un hombre puede tener un bajo concepto de su dignidad y disimularlo con su conducta de modo tal que su reputación es la de un caballero.
Corresponde aclarar ahora si la ley Argentina protege el honor subjetivo o el objetivo. Sin dudas nuestra ley protege ambos.
La protección al primer aspecto está más marcada en los delitos de injurias, en tanto que en el segundo aspecto, lo está más en los delitos de calumnias.
Delitos contra el honor
Antecedentes y bien protegido
Los antecedentes se han ocupado de las injurias y calumnias. Los delitos contra el honor afectan directamente la parte intima de la persona. Pero hay otros delitos que también afectan a la persona pero no son como los anteriores, ya que el impulso del agente no es en ellos el de ofender a la persona, sino el de satisfacer una pasión o deseo criminal; ( Ej.: delitos contra la propiedad.
En 1917 un Proyecto da forma a la calumnia estructurando el delito no ya sobre el hecho posterior a la verdad de la imputación, sino sobre la falsedad misma de la imputación de un delito que de lugar a la acción publica.
La injuria no consiste en atribuir un hecho o una conducta que pueda perjudicar el honor a la reputación, sino en deshonrar o desacreditar a otro.
La redacción actual del delito de calumnia reconoce como antecedente el proyecto de 1960 donde dice que (el que atribuye falsamente a una persona la comisión de un delito doloso o conducta criminal indeterminada, será reprimido.....). Con respecto a la injuria, este proyecto se ocupa de la difamación de la misma, que consiste en deshonrar o propalar especies idóneas para afectar la reputación de otro.
Con la amenaza que representan tanto el delito de calumnia como el de injuria, hay que proteger tanto al honor objetivo (crédito, fama), como el subjetivo (honra). La primera sucede cuando se desacredita y la segunda cuando se deshonra.
Si la injuria que hiere al honor objetivo o subjetivo, se da por el hecho de atribuir falsamente a otro la comisión de un delito doloso o una conducta criminal dolosa o tiende a desacreditar por difamación, se convierte en calumnia.
Calumnia 
Sujeto activo de la misma puede ser cualquiera. Se le atribuye a quien pone a cargo del sujeto pasivo la comisión de un delito doloso o conducta criminal dolosa aún que sea indeterminada. Ese poner a cargo no es reducir a alguien como autor, la vinculación con el delito doloso admite que la calumnia sea compatible con las restante formas o modos de participar.
Se debe tratar de un hecho donde el autor pone a cargo de otro en el sentido de haberlo cometido, no se puede decir que es calumnia si la persona todavía no cometió el hecho. Pero el autor calumnioso si atribuye falsamente a otro la comisión de un delito doloso.
La calumnia existe independientemente de que el delito atribuido sea o no punible.
No basta que se atribuya a otro la comisión de un delito. Si alguien pone a cargo de otro haber matado a otra persona y esto es efectivamente cierto, la calumnia resulta excluida, al menos que el imputante conociera que había matado en legitima defensa y esta circunstancia lo ocultara. La infracción  también es excluida cuando el sujeto activo del delito pone a su cargo solo las circunstancias que son irrelevantes para que constituyan un delito.
La calumnia requiere que la atribución del delito sea hecha falsamente. Hay autores que parten de la base de que la esencia de las calumnias es subjetiva y que la imputación es falsa cuando es mentirosa.
Solo la persona de existencia visible puede ser el sujeto pasivo de la calumnia, puede tener una doble consecuencia; no se comprende a los difuntos y no pueden ser sujetos pasivos los entes colectivos.
Tratándose de un sujeto especializado como lo es un funcionario publico, la ofensa no da lugar al desacato por que el Art. 244 no castiga el hecho de atribuirle falsamente a él la comisión de un delito o una conducta criminal indeterminada, pero puede ofender su decoro funcional. El sentido de desacato no mira tanto al honor del funcionario, sino a la administración del ejercicio que resulta lesionada por este. 
Calumnia difamatoria: La calumnia se agrava si el autor, al atribuir falsamente la comisión de un delito doloso o una conducta criminal indeterminada, lo hace por un medio elegido, sea de eficaz ayuda para que alcance  a un determinado numero de personas (se divulga la calumnia.
Injuria
A la ofensa del honor subjetivo se llega por el hecho de deshonrar y o la del honor subjetivo por desacreditar.
Primera Injuria: Consiste en ofender de palabra o de hecho la dignidad a decoro de una persona y la difamación (a diferencia), consiste en deshonrar especies idóneas para afectar la reputación. El sentido subjetivo consiste en una lesión o mortificación de la victima.
En la doctrina no hay acuerdo sobre si la ofensa al honor subjetivo se traduce en contumelia (injuria dicho en la cara).
Partiendo de lo que dice la ley, se llega a la conclusión de que deshonrar es ofender a una persona mediante una referencia hiriente.
Segunda Injuria: No consiste en imputar, herir o mortificar. El descrédito con ofensa al honor dirigido contra alguien no admite que solo ese alguien perciba injuria, porque acá lo que interesa es lo que piensan los terceros acerca de ese sujeto.
La ofensa tendiente a restar crédito, reputación o fama, exige que se construya sobre la base de rechazar la idea de desacreditar a la victima ante ella misma.
El honor subjetivo solo comete este delito cuando el agravio rebosa el sentimiento personal. La injuria no se traduce en la ofensa a lo que cada uno estime como valioso, pero la deshonra se mide por lo que socialmente se tiene por valioso o desvalioso.
La infracción se consuma cuando la ofensa llega al conocimiento de la victima, cuando esta de por medio el honor subjetivo y carece de importancia que el sujeto activo halla resultado ofendido.
Además la injuria puede ser cometida por escrito, ejemplo una carta, tratándose de correspondencia abierta como un telegrama, hay acuerdo en que ya no es necesario que el ofendido tomo conocimiento, porque la consumación se anticipa por la indiferencia del autor, con respecto al conocimiento del contenido del texto o porque el empleado ya conoce el texto.
Injuria es un delito doloso que no exige una finalidad especifica. Un problema de la misma se da por el sentido que se toman las palabras, Ejemplo: Decir bravo a un hombre, puede ser una distinción o una ofensa. Cuando se usan palabras con mas de un termino que pueden tener mas de un significado, la intención del autor no funciona para expresar algo distinto de lo que expresa la palabra, si no que para probar que entre las significaciones que tienen las palabras, el autor a usado una de ellas.
Prueba de la verdad
Hay 3: La admisión de la prueba de verdad circunscripta a los casos en que media el interés publico, en que el hecho imputado hubiese dado lugar a un proceso penal o que el querellante pidiera la prueba de la imputación dirigida contra él.
El acusado es la persona contra la cual el ofendido ha ejercido la acción privada que nace del delito de injurias, sea o no el autor.
El injuriado puede ser tanto un particular como un funcionario. Según el Art. 244, la prueba de verdad es admitida, tratando de alejar el peligro del desacato extensivo. Tratándose de una injuria contra un funcionario, el hecho se transforma en desacato y el particular pueda probar la verdad de la imputación cuando se ha ofendido el decoro del funcionario.
Tampoco se podrá probar la verdad de la imputación cuando la injuria represente una ofensa no atribuida. El acusado queda exento de pena si la imputación fue hecha con el objeto de defender, pero no admite que alguien defienda si no se tiene conciencia de lo que sé esta haciendo.
Prueba pedida por el querellante
                El querellante pide la prueba de la imputación, si al poner su pretensión expresa su voluntad. En este sentido la producción queda limitada a la verdad de la imputación dirigida contra el querellante, sin que exista la posibilidad de admitirlo cuando derecho de terceros.
Si se prueba la verdad de las imputaciones, el autor queda exento de pana.
No comete delito de calumnia quien atribuye a otro la comisión de un delito doloso o una conducta criminal dolosa.
Si la imputación da lugar a un proceso, el juicio por calumnias se paraliza, se condena al ofendido y la imputación se descarta. 
Publicación o reproducción
Cualquiera puede ser el autor del delito. Se trata de una comunicación privada, donde el remitente dirige apreciaciones que restan fama a un tercero, el destinatario es autor si publica o reproduce la injuria o calumnia. El medio para la publicación puede ser cualquiera, hasta la prensa, en ese caso el que edita el delito, esta editando un delito de otro y por ello la responsabilidad no es objetiva.
La difusión Periodística
Cuando hablamos de este tema nos referimos a los ataques contra el honor cometidos a través de medios masivos de comunicación.
El proyecto de 1960 decía que si el ofendido por una publicación quiere que el condenado vuelva a publicar algo para reparar el daño ocasionado, este debe hacerlo. El condenado no se puede negar.
Los casos jurisprudenciales de mayor relevancia, se han producido en las ultimas décadas en torno a causas en las que se encontraban involucrados importantes órganos de prensa.
Las formas de comunicación se han modificado vertigi9nosamente. Primero a través de la imprenta, la alfabetización generalizada, y el surgimiento de los grandes periódicos de circulación masiva; luego la radio y por último, el auge del nuevo mundo de la imagen, generaron modos de información y difusión impensados tiempo atrás. La influencia de tales es realmente considerable.
Es un dato fundamental de nuestra historia el de que la prensa hace su aparición en el escenario político, en Europa, enfrentando el absolutismo monárquico, la historia de la libertad se encuentra indisolublemente ligada a la de la libre expresión y publicación de ideas y, consecuentemente, los rebrotes autoritarios y los intentos de silenciar, censurar o castigar.
El art. 14 de la Constitución Nacional consagra, entre los derechos fundamentales de los habitantes, el de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa, derecho que igualmente consagran los pactos internacionales a que nuestro país ha adherido.
La importancia de la expresión de ideas y el debate público de aquellos temas, implica que todo aquello tiene que ver con la formulación y difusión del pensamiento aparezca como necesariamente como necesariamente  libre de condicionamientos, censuras y penalizaciones.
Pero aun circunscribiéndose el tema a límites razonables, surge el problema de determinar con necesaria precisión y previsibilidad cuando se configuran los delitos contra el honor a través de la difusión periodística, cuando nos encontramos verdaderamente ante conductas socialmente inadmisibles y jurídicamente injustificadas, o bien ante el lícito ejercicio de una función crítica o de opiniones cuestionadoras.
Ejemplo de fallo
0011735 
DAÑOS Y PERJUICIOS. Derechos personalísimos. Derecho a la intimidad. Personas públicas. Responsabilidad de los medios de prensa.-
En el caso de personajes célebres, cuya vida tiene carácter público, o de personajes populares, su actuación pública o privada puede divulgarse en lo que se relaciona con la actividad que les confiere prestigio o notoriedad y siempre que lo justifique el interés general. De allí que, la publicación no consentida de aspectos vinculados a la vida íntima de una persona como es, su comportamiento e iniciación sexual, excede el límite legítimo y regular del derecho a la información y constituye una violación al derecho a la intimidad.- 
Fallo completo publicado en: Suplemento de Derecho Constitucional del 19/3/99, pág. 10.- 
VILAS, Guillermo c/ EDITORIAL PERFIL S.A. s/ DAÑOS Y PERJUICIOS 
D C.N.Civ., Sala "E" E252195 20-10-98 DUPUIS. 
Injurias recíprocas
El Art. 116 no contempla un caso legislativo de defensa, sino que provee una hipótesis donde ambas injurias son punibles en sí misma por medio de una causa justificada.
No siempre que medien injurias el caso se traduce en injurias reciprocas, si la primera injuria es dirigida a una persona determinada y un tercero no alcanzado por la ofensa interviene e injuria al primer ofensor a causa de la injuria que éste le ha inferido a aquella, no es aplicable el beneficio y lo mismo sucede si el ofendido de la primera injuria no lo injuria al autor de ésta, sino a un tercero. Para que la hipótesis se traduzca en esta categoría, debe mediar una relación de causa entre la primera y la segunda.
El tribunal tiene la facultad de declarar exentas de pena a las dos o a una de ellas. Para que esto suceda el hecho, autoría, antijuridicidad, y culpabilidad deben quedar establecidos. Pero por ser ambas injurias reciprocas deben quedar probadas. Es necesario la contraquerella, pues la reciprocidad de las injurias no despoja a la respectiva acción su carácter privado.
Retractación
El proyecto Tejedor (Art. 315). La retractación consiste en desdecirse verbalmente de lo dicho, escrito o publicado.
El acto de desdecirse o de retractarse ante el juez y testigos, o sea, cantar la polinodia, debía según la práctica verificarse diciendo el injuriador que mintió en cuanto dijo contra el injuriado. Esta polinodia se imponía en las injurias graves o atroces, en las simples se decretaba sólo la súplica de perdón, por el cual el injuriante manifestaba que se arrepentía y rogaba al ofendido que lo perdonase.
La satisfacción consistía, según el Art. 125, en la confesión verbal del reo de su delito o culpa, manifestando, el deseo de que la persona ofendida se diera por desagraviada.
El Proyecto de 1891 admitía la retractación en todos los casos de injurias o calumnias contra particulares; el Proyecto de 1906 suprimió el Art. respectivo, desechando ese medio de extinguir la acción penal. Deberá agregarse al Art. 63 “ por retractación pública o explicación tuvieren lugar antes de contestarse la querella, y ofreciere el pago de costas y prejuicios”   

                La exposición del proyecto de 1917 continua así: “ La Comisión adopta un sistema intermedio; admite la retractación, si este afronta el juicio y no se retracta públicamente desde el principio debe estar expuesto a las consecuencias”.
Naturaleza de la Disposición
No puede decirse que la retractación sea una pena. Salvo muy contadas excepciones, se entiende que es una excusa absolutoria. El delito, queda intacto, y lo dice la ley porque el culpable de injuria o calumnia no puede al mismo tiempo haber cometido un hecho licito e inculpable. De ahí es que suceda lo mismo que en la hipótesis del Art. 185: al sujeto se lo exime de pena, pero no de su responsabilidad civil.
 "Para que proceda la eximente, el autor debe retractarse públicamente. La retracción tampoco necesita que el culpable ruegue o suplique perdón a la parte ofendida. Es suficiente que se cumpla con lo que a la ley le satisface; esto es, que el sujeto activo se desdiga. No satisface la exigencia legal aquel que solo se limita a declarar o manifestar que ha tenido y tiene al ofendido por persona honrada. No se libera de pena a quien no se retracta. No basta que el culpable se retracte; debe, además, hacerlos públicamente". 
La Protección Jurídica del honor dentro de la Legislación Civil
El código civil contiene disposiciones expresas sobre la materia, ubicadas dentro de la doctrina de la responsabilidad civil. Las mismas estructuran los presupuestos resarcitorios en orden a la tutela personal del honor.
 El tema es tratado dentro de los delitos, lo que a su vez se sitúa en la amplia categoría de los actos ilícitos (Art. 1066, C.C), es decir, aquellos comportamientos que aparecen contrarios al ordenamiento normativo.
En tal sentido, constituyen una fuente obligacional de la que se desprende una relación jurídica entre las personas que se han vinculado no por un acuerdo, sino por disposición legal, en  virtud de la cual, producido un daño o perjuicio, surge una responsabilidad resarcitoria.
Existe coincidencia doctrinaria en señalar como características de los actos ilícitos la de ser voluntarios, antijurídicos y ocasionantes de un daño causalmente imputable, por culpa o dolo, a quien lo provocó; pero si no ha ocurrido un perjuicio no puede hablarse de acto ilícito civil.
Producido el perjuicio surge la obligación de repararlo, pero no nos referimos a una pena, sino a una sanción pecuniaria.
La doctrina tradicional distingue entre delitos y cuasidelitos, tomando en cuenta, la dirección intencional o voluntad dolosa o culposa del autor. Según el Código Civil, delitos son aquellos actos realizados con intención de producir un resultado dañoso (Art. 1072, C.C). Para caracterizar al delito se toma en cuenta la voluntad de producir un resultado dañoso; el delito es el querer hacer lo que se hace, mientras que en el terreno de los cuasidelitos nos encontramos dentro de la imprudencia, lo que equivaldría a lo que llamamos delito culposo.
El delito civil, hace surgir la obligación de reparar los perjuicios ocasionados (Art. 1077).
El Código Civil legisla sobre los delitos contra el Honor, comprendiendo dentro de ellos las calumnias en injurias y acusación calumniosa.
El artículo 1089 del C.C. dice: “ Si el delito fuere de calumnia o de injuria de cualquier especie, el ofendido solo tendrá derecho a exigir una indemnización pecuniaria, si probase que por la calumnia o injuria, le resulto algún daño efectivo o cesación de la ganancia apreciable en dinero, siempre que el delincuente no probare la verdad de la imputación”.
Si el accionado prueba que sus expresiones responden a la verdad, se exime de responsabilidad, lo que, obviamente, ocurre tanto civil como penalmente en el caso de las calumnias.
Para que se configure la responsabilidad civil, es preciso que el ataque contra el honor haya producido un daño (Art. 1067 C.C.), generador de la obligación de resarcirlo. El artículo 1068 define como "algún perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria". El artículo 1078, establece: "La obligación de resarcir el daño causado por los actos ilícitos comprende, además de la indemnización de pérdidas e intereses, la reparación del agravio moral ocasionado a la víctima".
A pesar de que el artículo 1089 pareciera restringir el perjuicio a índoles patrimoniales, no puede dudarse que también se encuentran comprendidos los de índole moral, conocidos en doctrina y jurisprudencia, como daño moral, conforme a la interpretación sistemática de las disposiciones transcriptas.
De todos modos debe quedar claro que el daño derivado de la calumnia y/o injuria debe haber existido y al mismo tiempo, para que proceda la pretensión resarcitoria, debe haber sido suficientemente descripto y probado, rigiendo sobre el particular los principios conocidos como de “daño cierto”.
Esto no ofrece demasiadas dificultades con respecto a los perjuicios patrimoniales, pero en ocasiones provoca ciertas confusiones respecto al daño moral. Cabe señalar que el daño moral tiene que ver con el dolo y/o las molestias padecidas, la humillación sufrida, el deterioro de una imagen pública, la lesión a la propia estima, el menoscabo estético, las tensiones y temores, etcétera,  frutos del acto ilegítimo y consecuencias de éste.
Todas estas notas  adquieren relevancia en el supuesto de los actos contra el honor, ya que la lesión es, precisamente, de índole moral. La calumnia y la injuria, aunque puedan tener repercusiones materiales, afectan de modo directo y primario la esfera espiritual de la legítima afectividad.
Nuestra legislación civil también consagra la figura de la acusación calumniosa, prevista en el Art. 1090, que consiste en una imputación de delito doloso hecha falsamente, y con conciencia de la falacia, ante una autoridad competente para actuar penalmente.
Dice la norma citada: “Si el delito fuere de acusación calumniosa, el delincuente, además de la indemnización del Art. anterior, pagará al ofendido todo lo que hubiese gastado en su defensa, y todas las ganancias que dejo de tener por motivo de la acusación  calumniosa, sin perjuicio de las multas o penas que el Derecho Criminal estableciere, tanto sobre el delito de este Art. como sobre los demás de este capítulo”.
Hay que tener en cuenta las modificaciones de la legislación, lo que lleva a que actualmente la cuestión  quede comprendida principalmente dentro de lo dispuesto en el Art. 109 del C.P.
                
La tutela de la intimidad
El tema aparece en el Art. 1071 bis del C.C. El texto fue introducido por la ley 21.173 que sustituye a la 20.889.
La norma vigente concierne a las personas físicas y considera hipótesis de actos no delictivos, situación que Llambías ubica como caso de abuso de  derecho, que pueden caracterizarse como conductas o situaciones  de entrometimientos idóneos para ocasionar una perturbación en lo privado de in individuo.
Es importante destacar que el Art. 1071 bis trata de modo especifico, en orden a las consecuencias de la infracción, la “cesación coactiva”  del acto de entrometimiento.
Dentro de la legislación civil, es donde se han dado los más notables avances en la materia.
 
Doctrina
Derecho al honor por Rabinovich 
         En la cultura argentina se desarrollaron dos niveles de consideración del honor. Uno, semejante al tradicional, para los famosos en tanto las agresiones sean vertidas por los medios masivos u oportunidades publicas.
         Tiende a resolverse por los cauces jurídicos, sean penales o civiles. El otro, generalizado funciona como reacción ante la injuria directa, callejera, vecinal, y es la respuesta física (pelea a trompadas o agresión con armas) que discurren por carriles antijurídicos. Es muy raro que un sujeto del común llegue a los tribunales con planteo derivado de una lesión al honor. En basto s sectores populares, incluso, esa alternativa seria considerada cobarde, y merecería un rechazo social que no despertaría, en cambio la agresión física.
         Las querellas por calumnias son delitos menores y nunca nadie va a prisión por incurrir en ellos. Ni remotamente consiguen las condenas satisfacer el lógico deseo del injuriado de ver castigado a su ofensor.
         Las acciones civiles suelen recibir mas atención procesal por parte de los magistrados, pero lo que generalmente no consiguen son indemnizaciones acordes a la importancia del bien jurídico lesionado.
         Lo corriente son cifras simbólicas, desvinculadas de la realidad económica del agresor, porque se adopta la tesis de que se trata de un resarcimiento, no de una sanción. Entonces, si la injuria fue proferida en un programa televisivo que dejó una gran ganancia, una indemnización además de esta, puede tomarse como costo de producción.
         El Honor se lesiona por medio de una interferencia en la formación del concepto del existente en los otros: alguien envía datos erróneos o injuriantes, provocando una alineación de la autoconstrucción del sujeto en los demás, heteroconstruyendolo. Los datos pueden ser falsos, caso en el que queda a la victima la posibilidad de la rectificación. Advertimos una diferencia con respecto al derecho de la intimidad: esta se lesiona difundiendo verdades; el honor con mentiras. Pero tambien existe la posibilidad de hacerlo con verdades, si estas son vertidas de un modo apto para injuriar. Este puede derivar de la forma o las circunstancias.
         Los aspectos civiles del atentado contra el honor están reglados en la Argentina por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica). El articulo 11, inciso 1, dice: toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.
         En sentido estricto, la dignidad es otra cosa: es la sensación psicológica de pertenecer a la humanidad, el saberse miembro de nuestra especie y en consecuencia merecedor de un trato acorde. Es la percepción de la propia condición humana, y de las prerrogativas que de ella derivan. Podría considerárselas objeto de un derecho existencial propio, pero preferimos no hacerlo porque,  como la existencia, son categorías demasiado amplias y abarcadoras, acabarían desdibujándose por su latitud.
 Derecho al honor por Cifuentes
La propia estima y la fama o reputación que las personas adquieren a medida que transcurre su vida, es una manifestación espiritual humana de suma importancia.
Muchas son las normas que protegen esa manifestación, particularmente las del Código Penal  y leyes complementarias que establecen el tipo penal de las calumnias e injurias. El   insulto y la atribución falsa de haber cometido un delito o la difamación son actos que atacan el honor y que la ley sanciona para proteger ese bien. Las leyes penales indudablemente no son un amparo total, pues muchas veces el honor es mancillado por desidias, negligencias y no con dolo o malicia, que son los elementos que requiere el derecho penal. En esos casos de culpa puede ser necesaria la protección del bien mediante normas de derecho privado que impongan una reparación del daño moral o la publicación de la sentencia que componse o reponga frente a los efectos de la lesión al honor.
El honor puede dividirse en: 
a) honor subjetivo u honra, que viene a ser la propia estima; el respeto de la propia dignidad. Esta clase de honor corresponde  a todos los  seres humanos desde principio de su existencia como personas.
          b) honor objetivo u honor propiamente dicho, que es la aureola o fama que una persona obtiene por a estima de los demás en mérito de sus virtudes o talentos. Aquellas personas que lograron edificaren torno de sí una elevada consideración, pueden ser vulneradas con actos que para ellos constituyan desmerecimiento.
En el derecho civil, los actos que por dolo o culpa signifiquen ofensas al honor, en principio no pueden ser absueltos por la prueba de la llamada exceptio veritatis,  o sea, la  demostración de la verdad de la culpa atribuida o del defecto difundido.
Si se tratara de una difamación o de una acusación de haber cometido un delito que deshonra, habría que estudiar todas las circunstancias, pues cuando fuera verdad la comisión del delito, la difusión por sí misma añade un bochorno que denigra  la propia estima y avergüenza socialmente.
Este es el caso por ejemplo  de un adúltero o ladrón, que pasado el tiempo de su condena se lo degrada publicándose sus  hechos anteriores. De ahí que tienen que prevalecer los arts. 1068 y 1083 del Código Civil bastando el daño al honor para que quede configurado un acto ilícito civil, que merece resarcimiento.

 
Derecho al honor por Borda
El derecho a la intimidad, al honor, y la libertad de prensa.
Uno de los temas vivos de nuestro tiempo, es el frecuente conflicto que suele presentarse entre el derecho a que se respete la intimidad y el honor de las personas y la libertad de prensa garantizada por la Constitución Nacional (art14).
Respecto a este tema la Corte Suprema ha hecho la siguiente distinción: si se trata de funcionarios públicos, quien reclama indemnización debe probar que la información fue propalada a sabiendas de su falsedad o con total despreocupación por informarse acerca de la verdad o falsedad de ella; en cambio, tratándose de un simple particular o de un funcionario público de inferior categoría, basta con la simple propalación culpable de una noticia de carácter difamatorio o lesiva de la intimidad personal, para generar responsabilidad.
Medidas cautelares para impedir la publicación de noticias lesivas al honor o la intimidad.- La obligación de reparar el daño ocasionado por la publicación de noticias lesivas al derecho a la intimidad, está fuera de discusión, en cambio es objeto de controversias si cabe, por vía de amparo, la publicación de ellas.
Por una parte, se arguye q toda privación preventiva importa una violación clara al art. 14 de la Constitución Nacional que prohibe la censura previa. Se sostiene que esta prohibición tiene carácter absoluto. Cualquier remedio contra los abusos de la prensa debe consistir en sanciones tomadas a posteriori de la publicación.
         Por la otra sostiene, que, como también la protección al honor y la intimidad tiene carácter constitucional, los jueces deben considerar cada caso, valorando que es lo que se debe priorizar en él, si la libertad de prensa o la protección al honor. La solución consiste en compatibilizar ambos derechos de modo que el ejercicio no vaya en desmedro del otro. 
Jurisprudencia y fallos
0011713 
DAÑOS Y PERJUICIOS. Derechos personalísimos. Derecho a la intimidad. Reproducción fotográfica.-
La reproducción fotográfica de un hecho de sangre acaecido en la vía pública y a la vista de todos, sin inmiscuirse subrepticiamente en ningún lugar privado o reservado para obtener la instantánea, no implica una intromisión arbitraria en el ámbito de la intimidad del reclamante, pues así lo establece el art. 31 de la ley 11723, al permitir, en su último párrafo, la libre publicación de retratos fotográficos cuando se relacione con hechos o acontecimientos de interés público o que se hubiesen desarrollado en público.- 
M., C.P.T. y otro c/ EDITORIAL SARMIENTO S.A. s/ DAÑOS Y PERJUICIOS 
D C.N.Civ., Sala "E" E247766 24-09-98 CALATAYUD.
0011712 
DAÑOS Y PERJUICIOS. Derechos personalísimos. Derecho al honor. Responsabilidad de los medios de prensa. Publicaciones periodísticas.-
Si la prensa escrita ha informado profusamente sobre un hecho policial que puede considerarse de interés para gran parte de la población, sin incurrir en inexactitudes, volcando en los textos de sus notas la realidad de la situación, no se ha producido lesión alguna en el honor o la dignidad de los familiares de la víctima de este suceso y, más aún, si se tiene en cuenta que estos atributos ya estaban mancillados por la vida que llevara la víctima.- 
M., C.P.T. y otro c/ EDITORIAL SARMIENTO S.A. s/ DAÑOS Y PERJUICIOS 
D C.N.Civ., Sala "E" E247766 24-09-98 CALATAYUD. 
DAÑOS Y PERJUICIOS. Derechos personalísimos. Publicación de datos inexactos. Responsabilidad.-
El hecho de designar la fuente de la información a los efectos de eximirse de responsabilidad por la difusión de noticias agraviantes, se refiere a las informaciones periodísticas y tiene por objeto asegurar el derecho de prensa y libre expresión reconocido por la Constitución Nacional, sin que pueda extenderse a hipótesis en las que un particular publica datos inexactos.- 
CHIAPPE, Roberto c/ OBRA SOCIAL DEL PERSONAL DE EDIFICIOS DE RENTA Y HORIZONTAL s/ DERECHOS PERSONALíSIMOS 
I C.N.Civ., Sala "L" L053643 23-09-98 
DAÑOS Y PERJUICIOS. Derechos personalísimos. Derecho al honor. Responsabilidad de los medios de prensa. Publicaciones periodísticas. Noticias falsas.-
La publicación de una información falsa, producto de un obrar negligente y una total despreocupación por su resultado, importa el incumplimiento del deber de veracidad que incumbe al informante, pues si bien no se puede exigir a los medios de prensa que antes de la información verifiquen la verdad absoluta de ella, sí es necesario que el informador pueda probar que se trató de verificar los hechos de manera diligente y razonable, a fin de evitar que la noticia dañe el honor y la dignidad de terceros.- 
MAGNOLI, Ernesto Carlos y otros c/ EDITORIAL SARMIENTO S.A. y otros s/ DAÑOS Y PERJUICIOS 
D C.N.Civ., Sala "D" CF D065355 18-12-98 MARTÍNEZ ÁLVAREZ. 
Queremos aclarar que no hay fallos plenarios con respecto al Derecho al Honor.  
El Derecho al honor en otros países
México
Libertad de información vs. derecho al honor
Por Ernesto Villanueva 
Por vez primera en el México dos periodistas y medios han perdido juicios civiles por daño moral, Isabel Arvide y el diario La Jornada. Se trata de un precedente que debe ser ponderado con el debido cuidado por dos razones: primero, porque en México hasta hace muy poco la prensa tenía un manto de impunidad jurídica y segundo porque se afirmaba que la mejor estrategia entre un presunto agraviado por los medios y los propios periodistas era concertar en forma metajurídica; lo que en no pocas ocasiones se traducía en arreglos económicos. 

         Hoy parece que esa tendencia empieza a terminar. Es por ello que vale la pena reflexionar sobre el tema en cuestión. Es conveniente antes de seguir adelante, ofrecer una definición mínima de los conceptos jurídicos tratados, a saber: a) La libertad de expresión es un derecho fundamental que protege la emisión por cualquier medio de ideas, opiniones y juicios de valor; b) La libertad de información es un derecho fundamental que tutela la investigación, el tratamiento y la difusión de hechos y datos de carácter noticioso; c) El derecho al honor es un derecho fundamental que tiene por objeto proteger la dignidad personal reflejada en la imagen que se proyecta a los demás y en la consideración que sobre sí mismo tiene la propia persona, y d) Persona pública es toda persona física que, por ocupar un cargo público- sea electivo o por designación - o desempeñar funciones socialmente relevantes, posee una consideración especial en la percepción de la sociedad, circunstancia que motiva que su actuación se encuentre sujeta al escrutinio de los medios de información. 

         La lucha entre el alcance de las libertades de expresión e información y el núcleo protector del derecho al honor ha sido, en particular, uno de los aspectos esenciales del estudio para delimitar donde inicia uno y dónde terminan las otras. Estas posturas antitéticas plasmadas en las leyes(al introducir en los cuerpos legales tanto las libertades informativas como el derecho al honor con idéntica jerarquía normativa) han sido resueltas en los Estados democráticos de derecho a través de la jurisprudencia judicial, mediante la cual se han ofrecido los elementos interpretativos obligatorios para aplicar el derecho a casos concretos de conflicto jurídico, en aras de responder a la siguiente interrogante: ¿Qué debe prevalecer el derecho al honor de las personas o el ejercicio de las libertades de expresión e información? 

         Si bien es cierto que no existe una fórmula universal que ofrezca una respuesta unívoca a la pregunta anterior, sea en sentido afirmativo o negativo, también lo es que se puede advertir una tendencia creciente en los órganos jurisdiccionales de los Estados democráticos de derecho a privilegiar el ejercicio de las libertades de expresión e información sobre el derecho al honor de las personas públicas, siempre y cuando se cumpla una serie de requisitos procedimentales. 

         Veamos. En España, el Tribunal Constitucional ha sostenido en jurisprudencia que la libertad de expresión tiene valor preferente sobre cualquier otro derecho “cuando se ejercite en conexión con asuntos que son de interés por las materias a que se refiere y por las personas que en ellos intervienen.”; en otras palabras, que se trate de asuntos de interés público. Los únicos límites legales que tiene la libertad de expresión residen en el uso del lenguaje. Por tanto, la libertad de expresión no protege la utilización de frases claramente injuriosas o vejatorias de la dignidad humana, "porque tales frases no son parte esencial de ninguna exposición de ideas", según lo ha sostenido la Suprema Corte de los Estados Unidos en el caso Chaplinsky. 

         En la misma línea, el Tribunal Constitucional español ha establecido que: "no cabe duda de que la emisión de apelativos formalmente injuriosos en cualquier contexto, innecesarios para la labor informativa o de formación de la opinión que se realice, supone un daño injustificado a la dignidad de la persona". Ciertamente parece razonable que el mal uso del lenguaje castellano -tan rico en sus expresiones idiomáticas por lo demás- no debe ser protegido por el derecho a la libertad de expresión, pues ello implicaría otorgar un absurdo derecho al insulto personal, innecesario efectivamente para el libre debate de las ideas y para exponer razones y argumentos sobre cualquier materia. 

         Habrá que estudiar con detenimiento la incipiente base jurisprudencial que se ha iniciado a integrar en México a propósito del daño moral. Es menester que haya límites a la prensa, pero también que esos límites no afecten eventualmente el valor de las libertades informativas. 
Artículo publicado en  Suscriptores de la Agencia Apro el 17 de Febrero del 2000.
Venezuela
LA REPÚBLICA DE VENEZUELA
EN SU NOMBRE
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
EN SALA DE
CASACIÓN PENAL
MAGISTRADO-PONENTE: Doctor ALEJANDRO ANGULO FONTIVEROS.
Vistos.
El Juzgado Quinto de Reenvío en lo Penal, el 12 de agosto de 1997, declaró TERMINADA LA AVERIGUACIÓN SUMARIA de conformidad con el ordinal 1° del artículo 206 del Código de Enjuiciamiento Criminal, por no revestir carácter penal los hechos acusados por el ciudadano RAFAEL A. NUÑEZ ORTÍZ, actuando en su carácter de Presidente-Gerente General de la PROCTER & GAMBLE DE VENEZUELA, C.A., en contra del abogado JUAN SIMÓN GANDICA SILVA, asistido por sus abogados JESÚS MARÍA MANZANEDA MEJÍA, MORRIS JOSÉ SIERRALTA Y MIREN BARRIOLA DE COLMENTER.
Contra dicha decisión anunció recurso de casación la abogada NORMA CIGALA, apoderada judicial especial de la empresa PROCTER & GAMBLE DE VENEZUELA, C.A.
El formalizante, en su escrito, expresa:
"...resulta que el juez de la sentencia recurrida, dio por establecido el hecho de que la empresa PROCTER & GAMBLE DE VENEZUELA, C.A., es una persona jurídica. No obstante, al subsumir ese hecho en el Derecho, consideró que la expresión "algún individuo", empleada en el tipo penal de la difamación, se refería sólo a los seres humanos, por lo cual, las personas jurídicas no podían ser sujetos pasivos del delito de difamación, en razón de lo cual declaró Terminada la Averiguación Sumaria, por no revestir carácter penal los hechos acusados, lo cual denunciamos en el presente recurso, ya que el artículo 444 del Código Penal no establece diferencia alguna entre las personas naturales y las jurídicas; en consecuencia, mal puede el juzgador realizar esa diferenciación, sin incurrir en un grave defecto de fondo al interpretar erróneamente esta norma jurídica sustantiva. 
1.- Errónea interpretación del artículo 444 del Código Penal:
El artículo 444 del Código Pena, utiliza la palabra "algún individuo", que es sinónimo de "alguna persona", para definir al sujeto pasivo del delito de difamación, incriminando la imputación de un hecho determinado a un "individuo" o persona, capaz de exponerlo al desprecio o al odio público, y ofensivo a su honor o reputación, como conducta material que debe realizar el sujeto activo para cometer dicho delito. 
En este sentido, el Legislador penal, al tipificar este delito, usó una técnica legislativa apropiada y ceñida estrictamente a lo establecido. Todos los componentes que constituyen el delito están presentes en el tipo: sujeto activo (‘el que...’); conducta punible (imputar un hecho determinado, comunicándose con otras personas); sujeto pasivo (‘algún individuo’); condición de ejecución (que el hecho imputado sea capaz de exponer a la persona al desprecio o al odio público, o sea ofensivo a su honor o reputación) y pena (prisión de tres a dieciocho meses, referida al tipo penal básico). Para los efectos del presente recurso, lo que más interesa resaltar del análisis precedente es que el sujeto pasivo es cualquier individuo, biológico o moral, quien sufrirá la ofensa de la conducta prohibida. Ello le confiere la subjetividad jurídica de tutela penal de su honor o reputación.
Por otro lado, el Legislador Penal hizo uso de distintos vocablos para definir unívocamente lo mismo, es decir, que la tutela penal abarca a todas las personas, naturales o jurídicas, indistintamente. Para ello, utilizó estos términos: ‘el que’, ‘quien’, ‘quienquiera’, ‘el individuo’, ‘la persona’, y otros, dando a ellos un contenido unicomprensivo o apodíctico, lo cual quiere decir que no admite contradicciones, en el sentido establecido en el Código Civil, respecto de la definición legal de persona, la cual abarca tanto a las naturales como a las jurídicas...".
"...Por ende, PROCTER & GAMBLE DE VENEZUELA, C.A., en su carácter de persona jurídica, es un individuo moral en el sentido literal en que el Legislador utilizó el término en el artículo 444 del Código Penal, para referirse al sujeto pasivo del delito de difamación. En consecuencia, PROCTER & GAMBLE DE VENEZUELA, C.A., tiene capacidad para ser sujeto pasivo del referido delito, por lo que el tipo penal consagrado en dicho artículo es aplicable por entero a la situación fáctica de la cual fue víctima y por ello requiere ser titulada por la justicia penal, en aplicación de la garantía constitucional y penal de protección al derecho al honor o reputación.
En tal sentido, la recurrida incurrió en el vicio de errónea interpretación al entender que el término individuo equivale exclusivamente a ser humano, siendo que, desde el punto de vista literal o gramatical, individuo significa persona, y las personas pueden ser naturales o jurídicas, tal como lo dispone el artículo 15 del Código Civil. Tal error del juzgador constituye una extralimitación en su función de intérprete de la ley, en la medida en que discriminó a las personas jurídicas en cuanto a la tutela penal del derecho al honor o reputación, con lo cual creó una desigualdad de facto, no existente en la ley. Por lo demás, dicha violación tuvo influencia decisiva en el dispositivo del fallo, al haber determinado una conclusión judicial equivoca, por cuanto consideró que los hechos eran atípicos, lo cual dejó desamparada a la agraviada e impune una actividad delictiva, evidentemente típica y antijurídica, tal como lo definió el Legislador de forma auténtica...".
Siendo las personas jurídicas titulares indiscutibles del derecho al honor o reputación, bien jurídico titulado por el artículo 444 del Código Penal, la interpretación teleológica de esa norma nos lleva directamente a la conclusión según la cual las personas jurídicas pueden ser consideradas como agraviadas o sujetos pasivos del delito de difamación.
Conclusión
                Hoy en día el Derecho debe adaptarse rápidamente a los cambios que la práctica le presenta, ya que es su obligación mantenerse actualizado para garantizar a la sociedad el máximo de eficiencia.  El caso del honor no es la excepción debido a que se dan día a día situaciones confusas y difíciles de resolver. Cabe recordar que también toca a menudo el tema de la imagen pública y en nuestro país hay infinidad de casos, como pudimos apreciar en nuestra investigación buscando datos y jurisprudencia.
                Por otro lado citamos la doctrina de algunos autores, en algunos párrafos de forma textual, de modo de conservar intactas sus ideas.
                Además, valiéndonos de internet buscamos en relación con el honor temas que se encontraran en otros países, como lo fueron la libertad de prensa y un fallo venezolano sobre las personas jurídicas y el honor. 
                Sin más, esperamos haber cumplido la consigna.
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